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Entidades Financieras  
de Naturaleza Especial

Administradora de los Recursos del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud 

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0199531 DE 2026
(octubre 1°)

por medio de la cual se adiciona la Resolución número 0001012 de 2022 en materia de 
delegación de funciones y se dictan otras disposiciones.

El Director General de La Administradora de los Recursos del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud (Adres), En ejercicio de sus atribuciones legales y reglamentarias, 
en especial de las conferidas en el artículo 9° de la Ley 489 de 1998 y los numerales 7º y 12 
del artículo 9° del Decreto número 1429 de 2016 y,

CONSIDERANDO:
Que el artículo 209 de la Constitución Política establece que la función administrativa 

está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios 
de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante 
la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones, así mismo que las 
autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento 
de los fines del Estado.

Que el artículo 9° de la Ley 489 de 1998, dispone que:
“ARTÍCULO 9°. DELEGACIÓN. Las autoridades administrativas, en virtud de lo 

dispuesto en la Constitución Política y de conformidad con la presente ley, podrán mediante 
acto de delegación, transferir el ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras 
autoridades, con funciones afines o complementarias. 

Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los 
ministros, directores de departamento administrativo, superintendentes, representantes 
legales de organismos y entidades que posean una estructura independiente y autonomía 
administrativa podrán delegar la atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por 
la ley y los actos orgánicos respectivos, en los empleados públicos de los niveles directivo 
y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los 
principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la Constitución 
Política y en la presente ley. 

PARÁGRAFO. Los representantes legales de las entidades descentralizadas podrán 
delegar funciones a ellas asignadas, de conformidad con los criterios establecidos en la 
presente ley, con los requisitos y en las condiciones que prevean los estatutos respectivos”. 

Que el artículo 10 de la Ley 489 de 1998, dispone que:
“ARTÍCULO 10. REQUISITOS DE LA DELEGACIÓN. En el acto de delegación, que 

siempre será escrito, se determinará la autoridad delegataria y las funciones o asuntos 
específicos cuya atención y decisión se transfieren. 

El Presidente de la República, los ministros, los directores de departamento 
administrativo y los representantes legales de entidades descentralizadas deberán 
informarse en todo momento sobre el desarrollo de las delegaciones que hayan otorgado e 
impartir orientaciones generales sobre el ejercicio de las funciones delegadas”. 

Que el artículo 12 de la Ley 489 de 1998, dispone que:
“ARTÍCULO 12. RÉGIMEN DE LOS ACTOS DEL DELEGATARIO. Los actos expedidos 

por las autoridades delegatarias estarán sometidos a los mismos requisitos establecidos 
para su expedición por la autoridad o entidad delegante y serán susceptibles de los recursos 
procedentes contra los actos de ellas. 

La delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual corresponderá 
exclusivamente al delegatario, sin perjuicio de que en virtud de lo dispuesto en el artículo 
211 de la Constitución Política, la autoridad delegante pueda en cualquier tiempo reasumir 
la competencia y revisar los actos expedidos por el delegatario, con sujeción a las 
disposiciones del Código Contencioso Administrativo. 

PARÁGRAFO. En todo caso relacionado con la contratación, el acto de la firma 
expresamente delegada, no exime de la responsabilidad legal civil y penal al agente 
principal”.

Que a través de Resolución 0001012 del 20 de mayo de 2022 expedida por la ADRES, 
se armonizaron en un solo documento las funciones que el Director General había delegado 
en distintos funcionarios del nivel directivo y asesor de la Entidad, como instrumento único 
que garantice mayores niveles de eficiencia en la gestión y administración.

Que el 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud - OMS declaró el brote 
de enfermedad por coronavirus COVID-19 como una pandemia, e instó a los países a tomar 
acciones urgentes y decididas para la identificación, confinación, aislamiento y monitoreo de 
los posibles casos y tratamiento de los casos confirmados.

Que mediante Resolución número 385 del 12 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud 
y Protección Social declaró el estado de emergencia sanitaria por causa del coronavirus 

COVID-19 en todo el territorio nacional, en virtud de la misma, adoptó una serie de medidas 
con el objeto de prevenir y controlar la propagación del COVID-19 y mitigar sus efectos.

Que mediante el artículo 1° del Decreto número 417 del 17 de marzo de 2020 fue 
declarado el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio 
Nacional; y a través del artículo 3° de este mismo decreto se anunció que el Gobierno 
nacional adoptaría, mediante decretos legislativos, además de las medidas anunciadas en la 
parte considerativa del mismo, todas aquellas medidas adicionales necesarias para conjurar 
la crisis e impedir la extensión de sus efectos, y que, así mismo, dispondría las operaciones 
presupuestales necesarias para llevarlas a cabo.

Que mediante el Decreto número 538 del 12 de abril de 2020 fueron adoptadas medidas 
en el sector salud, para contener y mitigar la pandemia de COVID-19 y garantizar la 
prestación de los servicios de salud, en el marco del Estado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica.

Que en el marco del artículo 20 del Decreto Legislativo 538 de 2020, adicionado por el 
artículo 8° del Decreto Legislativo 800 del mismo año, se adoptaron las canastas de servicios 
y tecnologías en salud destinadas a la atención de la emergencia sanitaria ocasionada por el 
COVID-19. 

Que, en desarrollo de esta disposición, el Ministerio de Salud y Protección Social expidió 
la Resolución número 1161 de 2020, modificada por la Resolución número 1529 de 2021, 
mediante la cual definió los servicios y tecnologías que integran dichas canastas, incluyendo 
en el numeral 2 del artículo 4° las pruebas de búsqueda, tamizaje y diagnóstico de SARS 
CoV2 - COVID-19.

Que el referido Ministerio posteriormente expidió la Resolución número 1463 de 
2020, modificada por la Resolución 1630 del mismo año, mediante la cual estableció las 
condiciones para el reconocimiento y pago de las pruebas de búsqueda, tamizaje y diagnóstico 
en mención que integran las canastas de servicios y tecnologías en salud, con fundamento en 
la metodología definida por dicha cartera ministerial para las pruebas realizadas a partir del 
26 de agosto de 2020.

Que, para las pruebas de búsqueda, tamizaje y diagnóstico para SARS CoV2 -COVID19 
realizadas entre el 17 de marzo y el 25 de agosto de 2020, el Ministerio de Salud y Protección 
Social expidió la Resolución número 2461 de 2020, modificada por la Resolución número 
1137 de 2021. 

Que la ADRES expidió la Resolución número 61289 de 2024, modificada por la 
Resolución número 0160881 de 2025, por medio de la cual determinó los términos y 
condiciones para el reconocimiento y pago de las pruebas antes referidas realizadas en el 
marco de la emergencia sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social 
mediante la Resolución 385 de 2020.

Que, una vez finalizada la emergencia sanitaria, el numeral 2 del artículo 153 de la Ley 
2294 de 2023 estableció el mecanismo para la identificación, verificación, reconocimiento 
y pago de las obligaciones derivadas de las canastas de servicios y tecnologías en salud 
destinadas a la atención del Coronavirus COVID-19 prestadas durante dicho periodo.

Que, en virtud de esta disposición, la ADRES debe adelantar los procesos de 
verificación necesarios para identificar los montos adeudados por este concepto y efectuar 
su reconocimiento y pago, garantizando que los valores reconocidos no superen los montos 
máximos definidos por el Ministerio de Salud y Protección Social. Asimismo, la norma 
dispuso que las cuentas que cumplan las condiciones señaladas serán reconocidas como 
deuda pública y podrán ser pagadas con cargo al servicio de la deuda pública del Presupuesto 
General de la Nación, dentro de los límites previstos por el legislador. 

Que, sin perjuicio de la terminación de la emergencia sanitaria, el Ministerio de Salud 
y Protección Social expidió la Resolución número 1412 de 2022 por la cual se establece 
el procedimiento y pago de las pruebas diagnósticas y de anticuerpos para SARS CoV-2 - 
COVID-19 prestadas a partir del 1° de julio de 2022, con recursos del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y a cargo de la ADRES, determinando su valor y el procedimiento 
para el pago.

Que, en desarrollo lo anterior, la ADRES expidió la Resolución número 61290 de 2024, 
modificada por la Resolución número 0160880 de 2025, mediante la cual estableció los 
términos, condiciones y requisitos del procedimiento para el reconocimiento y pago de las 
pruebas de búsqueda, tamizaje y diagnóstico en mención realizadas a partir del 1° de julio 
de 2022.

Que, de conformidad con el marco normativo señalado, corresponde a la ADRES 
adelantar las validaciones previstas en las Resoluciones números 61289 y 61290 de 2024, 
modificadas por las Resoluciones números 0160881 y 0160880 de 2025 respectivamente, con 
el fin de determinar los recursos susceptibles de reconocimiento a favor de los beneficiarios 
establecidos en la normativa vigente, e identificar las obligaciones que cumplan con las 
condiciones para su reconocimiento y pago.

Que mediante la Resolución número 0169660 de 2026 la Dirección General de la 
ADRES delegó en el Director de Liquidaciones y Garantías la facultad de ordenar el gasto 
correspondiente al reconocimiento y pago de las pruebas de búsqueda, tamizaje y diagnóstico 
de SARS-CoV-2 - COVID-19, acotando, en la parte motiva, su alcance al proceso señalado 
en la Resolución 61289 de 2024, modificada por la Resolución número 0160881 de 2025.

Que, por consiguiente, se hace necesario dar alcance a la delegación inicialmente 
conferida con el propósito de ampliar la facultad de ordenar el gasto correspondiente a todo 
lo relativo al reconocimiento y pago de las pruebas de búsqueda, tamizaje y diagnóstico de 
SARS-CoV-2 - COVID-19, esto es, a las realizadas desde el inicio de la emergencia sanitaria 
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hasta su finalización y a aquellas posteriores a esta, según lo señalado en las Resoluciones 
números 61289 y 61290 de 2024 y sus modificatorias.

Que, de otra parte, se hace necesario delegar en el Director de Liquidaciones y Garantías 
la función de adelantar el procedimiento de reintegro de recursos reconocidos sin justa causa, 
de que trata el artículo 3° del Decreto Ley 1281 de 2002 modificado por el artículo 7° de la 
Ley 1949 de 2019, respecto de los procesos frente a los que la Dirección de Liquidaciones 
y Garantías o la Subdirección de Garantías adelanten gestiones de seguimiento, verificación 
u ordenación del gasto, en consideración a lo dispuesto en el Decreto número 1429 de 2016 
y demás normas concordantes así como en los procedimientos y procesos administrativos 
dispuestos en la Entidad. 

Que, entre los procesos frente a los que la Dirección de Liquidaciones y Garantías o la 
Subdirección de Garantías adelanta gestiones de seguimiento, verificación u ordenación del 
gasto, se encuentran los previstos en las Resoluciones números 61289 y 61290 de 2024, 
modificadas por las Resoluciones números 0160881 y 0160880 de 2025 respectivamente. 

Que, respecto de la delegación relativa al procedimiento de reintegro antes referido, el 
Director de Liquidaciones y Garantías contará con las atribuciones previstas en el artículo 3° 
del Decreto Ley 1281 de 2012 modificado por el artículo 7° de la Ley 1949 de 2019, y deberá 
seguir el procedimiento descrito en la Resolución número 716 de 2019 del Ministerio de 
Salud y Protección Social modificado por las Resoluciones números 995 de 2022, 1632 de 
2025 y 2067 de 2025 de esta misma cartera ministerial, o las que las modifiquen o adicionen.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Adicionar un inciso al parágrafo 2° del artículo 2° de la Resolución número 
0001012 de 2022, que hace referencia a una delegación en el Director de Liquidaciones y 
Garantías, el cual quedará así:

Parágrafo 2°. Delegar en el Director de Liquidaciones y Garantías de la Administradora 
de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES) la facultad 
de ordenar el gasto correspondiente al reconocimiento y pago de las pruebas de búsqueda, 
tamizaje y diagnóstico de SARS-CoV-2 - COVID-19.

Esta delegación comprende el reconocimiento y pago de las pruebas de búsqueda, 
tamizaje y diagnóstico de SARS-CoV-2 - COVID-19 objeto de los procesos de verificación 
previstos en la Resolución número 61289 de 2024 de la ADRES, modificada por la 
Resolución número 160881 de 2025, y en la Resolución número 61290 de 2024, modificada 
por la Resolución número 160880 de 2025; o las que las modifiquen o adicionen.

Artículo 2°. Adicionar el numeral 6° al artículo 3° de la Resolución número 0001012 de 
2022, que hace referencia a una delegación en el Director de Liquidaciones y Garantías, en 
los siguientes términos:

6. 	 Adelantar el procedimiento de reintegro de recursos reconocidos sin justa causa, 
de que trata el artículo 3° del Decreto Ley 1281 de 2002 modificado por el artículo 7° de la 
Ley 1949 de 2019, respecto de los procesos frente a los que la Dirección de Liquidaciones y 
Garantías o la Subdirección de Garantías adelanten gestiones de seguimiento, verificación u 
ordenación del gasto, en consideración de lo dispuesto en el Decreto número 1429 de 2016 
y demás normas concordantes así como en los procedimientos y procesos administrativos 
dispuestos en la Entidad; resolver cualquier requerimiento que se presente en desarrollo del 
procedimiento y, en caso de que se establezca que se configuró un reconocimiento sin justa 
causa ordenar por medio de acto administrativo el reintegro correspondiente y resolver los 
recursos que se llegaren a interponer frente a éste.

Artículo 3°. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación.  
Publíquese y cúmplase
Dada en Bogotá, D. C., a 1° de octubre de 2026.
El Director General de la ADRES,

Iván Humberto Sánchez Arango.

(C. F.).

Entes Universitarios Autónomos

Institución Universitaria de El Espinal 

Acuerdos

ACUERDO NÚMERO 25 DE 2026

(septiembre 30)
por el cual se fija el valor de los Derechos Pecuniarios para los servicios académicos que 
ofrecerá la Institución Universitaria de El Espinal (Uniespinal), durante la vigencia del 

2027 y se establecen tarifas para otros derechos complementarios.
El Consejo Directivo de la Institución Universitaria de El Espinal (Uniespinal), en uso de 

sus facultades dadas por la Constitución Política, la Ley 30 de 1992, el literal q) artículo 31 
del Acuerdo número 05 de abril 27 de 2026 “Estatuto General Uniespinal” y,

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con el artículo 122 de la Ley 30 de 1992, los derechos pecuniarios 

que por razones académicas pueden exigir las instituciones de educación superior, los 
cuales hacen parte del Presupuesto General de la Institución Universitaria de El Espinal 
(Uniespinal), corresponden a los siguientes:

•	 Derechos de matrícula y complementarios
•	 Derechos por exámenes de habilitación y supletorios
•	 Derechos por cursos, seminarios, diplomados y de educación para el trabajo.
•	 Derechos de grado
•	 Derechos por expedición de certificados y constancias
•	 Otros Derechos complementarios
Que, en virtud de lo señalado por el Ministerio de Educación Nacional mediante 

Radicado número 2026-EE-284771 del 3 de agosto de 2026, y al Boletín Técnico del DANE 
correspondiente a agosto de 2026, la variación anual del Índice de Precios al Consumidor 
(IPC) se ubicó en seis coma veinticuatro por ciento (6,24%), porcentaje tomado como 
referente para la actualización de los valores de matrícula y demás derechos pecuniarios para 
la vigencia 2027.

Que, en relación con el IPC con corte a 31 de agosto de 2026, el Boletín Técnico del 
DANE indica que: “En el mes de agosto de 2026, el IPC registró una variación de 6.24% en 
comparación con octubre de 2024”.

Que durante la vigencia 2027 la Institución podrá ofrecer los siguientes programas 
académicos por facultades:

INGENIERÍA Y CIENCIAS AGROINDUSTRIALES
•	 Técnica Profesional en Construcción de Edificaciones
•	 Tecnología en Gestión de la Construcción
•	 Ingeniería Civil
•	 Técnica Profesional en Mantenimiento Electrónico
•	 Tecnología en Automatización Electrónica e Industrial
•	 Ingeniería Electrónica
•	 Técnica Profesional en Programación Web
•	 Tecnología en Gestión Informática.
•	 Ingeniería de Sistemas
•	 Técnica Profesional en Monitoreo Ambiental
•	 Tecnología en Gestión Ambiental.
•	 Ingeniería Ambiental
•	 Técnica Profesional en Monitoreo Agrícola
•	 Tecnología en Gestión de Agrocultivos.
•	 Ingeniería Agronómica
•	 Especialización en Gerencia de Proyectos de Construcción
CIENCIAS SOCIALES, SALUD Y EDUCACIÓN
•	 Técnica Profesional en Operación de Servicios Comunitarios
•	 Tecnología en Gestión Comunitaria
•	 Trabajo Social
•	 Técnica Profesional en Entrenamiento Deportivo
•	 Tecnología en Gestión deportiva
•	 Profesional en Actividad Física y Deporte
CIENCIAS ECONÓMICAS, ADMINISTRATIVAS Y JURÍDICAS
•	 Técnica Profesional en Procesos Administrativos
•	 Tecnología en Gestión Empresarial
•	 Administración de Empresas
•	 Técnica profesional en Operaciones Contables
•	 Tecnología en Gestión Contable y Financiera
•	 Contaduría Pública
•	 Especialización en Alta Gerencia
Que se hace necesario establecer las tarifas para los servicios que presta la Institución 

Universitaria de El Espinal (Uniespinal) a la comunidad Educativa, particulares e 
instituciones, donde se ofertan los programas académicos.

Que los costos de mantenimiento de los equipos, áreas locativas y de recreación hacen 
necesario el cobro de estos servicios.

Que mediante el Acuerdo número 25 del 29 de septiembre de 2017, el Consejo Directivo 
de la institución aprobó el valor correspondiente a los derechos pecuniarios para posgrado en 
la modalidad de Especialización Universitaria.
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